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ACCIÓN DE TUTELA / ESTABILIDAD LABORAL RELATIVA / REGLAS DE PROTECCIÓN FRENTE A QUIENES INGRESAN POR CONCURSOS DE MÉRITO

ESTABILIDAD LABORAL RELATIVA – Reglas jurisprudenciales de protección.
…Ahora bien, en el caso de los servidores públicos que ocupan en provisionalidad un cargo de carrera, la Corte ha manifestado que gozan de una estabilidad laboral relativa o intermedia, lo que implica que únicamente pueden ser removidos por causales legales que deben expresarse de manera clara o debidamente motivada en el acto de desvinculación. De esta manera, ha reiterado que la terminación de una vinculación en provisionalidad porque la plaza respectiva debe ser provista con una persona que ganó el concurso “no desconoce los derechos de esta clase de funcionarios, pues precisamente la estabilidad relativa que se le ha reconocido a quienes están vinculados bajo esta modalidad, cede frente al mejor derecho que tienen las personas que ganaron un concurso público de méritos”
Con base en lo anterior, cuando con fundamento en el principio del mérito, surja en cabeza del nominador la obligación de nombrar en propiedad a quien superó las etapas del concurso, y el cargo a proveer este ocupado en provisionalidad por un sujeto de especial protección como los padres o madres cabeza de familia, limitados físicos, psíquicos o sensoriales y prepensionados, de conformidad con la sentencia SU-446 de 2011, en virtud de las medidas afirmativas dispuestas en la Constitución (art.13 numeral 3°), y en la materialización del principio de solidaridad social (art.95 ibidem) los funcionarios que se encuentren en provisionalidad bajo estas condiciones especiales deben ser los últimos en removerse y en todo caso, en la medida de las posibilidades, deben vincularse nuevamente de manera provisional en cargos vacantes de la misma jerarquía o equivalencia de los que se venían ocupando, de existir vacantes, siempre y cuando demuestren una de esas condiciones tanto para la época de su desvinculación, como en el momento del posible nombramiento…
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SALA DE DECISIÓN LABORAL No. 1

Magistrada Ponente: Ana Lucia Caicedo Calderón

Pereira, siete (7) de febrero de dos mil veinticinco (2025)

Procede la judicatura a resolver la impugnación propuesta contra la sentencia proferida el Uno (09) de Diciembre de dos mil veinticuatro (2024), por el JUZGADO CUARTO LBORAL DEL CIRCUITO, dentro de la acción de tutela impetrada por la señora LINA MARÍA SUÁREZ VÁSQUEZ en contra de MUNICIPIO DE PEREIRA-FIDUPREVISORA S.A COMO VOCERA DEL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, con el fin de que se ampare su derecho fundamental SALUD, SEGURIDAD SOCIAL, VIDA DIGNA, MINIMO VITAL Y DEBIDO PROCESO. El Juzgado Cuarto Laboral Del Circuito vinculó a COSMITET LTDA. Para resolver el litigio se tiene en cuenta lo siguiente: Para resolver el litigio se tiene en cuenta lo siguiente: 
1. DEMANDA DE TUTELA
 La señora Lina María Suárez Vásquez, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.088.306.494, es madre cabeza de hogar de Miguel Ángel Aguirre Suárez, quien depende exclusivamente de sus ingresos. Actualmente, no tiene cónyuge ni compañero permanente.

El 16 de septiembre de 2022, fue nombrada como docente de aula preescolar en la Secretaría de Educación del Municipio de Pereira mediante el Decreto 1102, asignándose al establecimiento educativo Comunitario Cerritos.
El 10 de julio de 2023, mientras desempeñaba sus labores como docente, sufrió una caída que resultó en una ruptura traumática de ligamentos de la muñeca y del carpio. La resonancia magnética del 18 de julio de ese año confirmó una ruptura completa del ligamento escafosemilunar. Este incidente derivó en incapacidades médicas prolongadas y un manejo quirúrgico realizado el 5 de octubre de 2023 en la Clínica Los Nevados. Inicialmente, la incapacidad abarcó del 11 de julio al 29 de diciembre de 2023.
Medicina Laboral evaluó el caso y, mediante el dictamen No. 663 del 13 de noviembre de 2023, determinó que el evento fue un accidente de trabajo. Posteriormente, en el dictamen No. 1667 del 18 de diciembre de 2023, se estableció una pérdida de capacidad laboral del 21%, confirmándose el origen laboral del accidente y su fecha de estructuración el 10 de julio de 2023.
El 20 de noviembre de 2023, la empresa COSMITET LTDA informó a la Secretaría de Educación del Municipio de Pereira que las incapacidades médicas relacionadas correspondían a un accidente de trabajo, para los fines administrativos correspondientes:
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76230 del 11/07/2023 al 12/07/2023 por 2 dias. Dx S607
76372 del 13/07/2023 al 19/07/2023 por 7 dias Dx. S626.
74774 del 20/07/2023 al 03/08/2023 por 15 dias Dx. S602
77704 del 04/08/2023 al 02/09/2023 por 30 dias Dx. S633
82056 del 03/09/2023 al 02/10/2023 por 30 dias Dx. S633.
81106 del 03/10/2023 al 04/10/2023 por 2 dias Dx. S633.
81642 del 05/10/2023 al 03/11/2023 por 30 dias Dx. S633
83149 del 31/10/2023 al 29/11/2023 por 30 dias Dx. S633




El 15 de enero de 2024, Lina María Suárez Vásquez retomó sus labores como docente con restricciones médicas debido al accidente laboral previo. Sin embargo, el 29 de enero presentó un fuerte dolor en la mano derecha, lo que motivó una consulta médica el 1 de febrero. Allí le prescribieron una nueva incapacidad y remitieron a cirugía de mano.
El 2 de febrero de 2024, mientras estaba incapacitada, fue notificada de la terminación de su nombramiento provisional, fundamentada en la provisión del cargo por aspirantes elegibles. Para ese momento, seguía bajo tratamiento médico por las secuelas del accidente.
La Secretaría de Educación suspendió sus pagos y la desafilió del sistema de seguridad social, pese a que continuaba con un tratamiento en curso. En medio de su recuperación, el 6 de febrero un cirujano le prescribió incapacidad adicional y evidenció mayor limitación funcional. Desde entonces, Lina ha enfrentado incapacidades continuas y periodos de tratamiento sin cobertura médica, lo que agravó su salud y situación emocional.
En abril de 2024, un fallo judicial revocó la improcedencia de una tutela previa, ordenando su reintegro provisional en la Secretaría de Educación mientras se resolvía el litigio principal. El 26 de abril fue nombrada temporalmente como docente, pero su vinculación finalizó el 15 de julio de 2024. Durante este periodo, continuó incapacitada, con tratamiento médico incompleto y bajo un estado de salud físico y mental deteriorado.
Tras el término de su vinculación y la pérdida de la afiliación a la EPS, Lina ha dependido de la caridad de familiares para costear tratamientos. Su situación médica incluye dolor crónico en la mano derecha, limitaciones funcionales severas, y un impacto psicológico significativo que se ha manifestado en ansiedad y depresión.
En mayo de 2024, presentó una demanda de nulidad contra su desvinculación en estado de incapacidad, que fue admitida, pero la medida cautelar fue negada. A pesar de las múltiples gestiones administrativas, su solicitud de reincorporación ha sido rechazada bajo el argumento de su estado médico.
Actualmente, la señora Lina manifiesta que enfrenta dificultades extremas en sus actividades cotidianas debido a la falta de fuerza y el dolor en su mano afectada, lo que también ha limitado su capacidad para cumplir con sus responsabilidades como madre. Sin acceso a tratamiento médico, medicamentos ni apoyo institucional, su situación emocional se ha deteriorado, reflejando un estado de desesperanza y vulneración de sus derechos fundamentales.

2. CONTESTACION DE LA DEMANDA
2.1   RESPUESTA DE COSMITET LTDA.

Afirma COSMITET LTDA que es una entidad privada, bajo la figura de una sociedad limitada, la cual presta servicios médico-asistenciales a los afiliados al régimen de excepción del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG). Actúa como Institución Prestadora de Servicios de Salud (IPS), figura distinta a la de una Entidad Promotora de Salud (EPS), debido a su exclusión de las disposiciones de la Ley 100 de 1993. En 2017, COSMITET LTDA firmó contratos con Fiduprevisora S.A., administradora del FOMAG, para brindar atención médica y servicios relacionados con riesgos laborales a docentes y beneficiarios en varias regiones del país. Estos contratos fueron prorrogados hasta el 30 de abril de 2024.
Desde el 1 de mayo de 2024, comenzó a operar el Modelo de Atención en Salud Integral y de Seguridad y Salud en el Trabajo del Magisterio, bajo la dirección de Fiduprevisora S.A. Esta entidad asumió la responsabilidad de garantizar los servicios médico-asistenciales, gestionar recursos y coordinar la Red Nacional de Prestadores de Servicios de Salud, que funciona bajo criterios de territorialidad, calidad y cercanía para los afiliados. Fiduprevisora S.A., como administradora y aseguradora, debe garantizar la atención integral de los beneficiarios del régimen especial, incluyendo los tratamientos necesarios derivados de diagnósticos específicos.
La responsabilidad de coordinar y ejecutar los servicios de salud pasó completamente a Fiduprevisora S.A., en cumplimiento de las disposiciones legales y contractuales, como lo ha ratificado la Corte Constitucional en diversas sentencias. Por lo tanto, COSMITET LTDA dejó de ser el ente encargado de prestar servicios desde la implementación del nuevo modelo, y cualquier eventual orden judicial relacionada con los derechos de los afiliados debe ser atendida por Fiduprevisora S.A. como gestora del sistema de salud del Magisterio.

2.2.   RESPUESTA DEL MUNICIPIO DE PEREIRA

El Municipio de Pereira respondió a los hechos planteados, confirmando algunos y aclarando otros en cuanto a la calidad de "madre cabeza de familia", para lo cual citó jurisprudencia de la Corte Constitucional que establece ciertos requisitos, como la responsabilidad permanente sobre hijos menores o personas incapacitadas, la ausencia de la pareja en los deberes de manutención, y la falta de apoyo sustancial por parte de otros miembros de la familia. Estos elementos deben ser verificados en un proceso administrativo que respete el debido proceso.
Se detallaron además varios hechos relacionados con la situación laboral de la accionante. Por ejemplo, se aclaró que una vacante en el concurso de méritos no podía considerarse definitiva, que el accidente laboral fue calificado correctamente, y que la accionante no es inválida ni goza de estabilidad laboral reforzada. Además, se mencionó que las incapacidades fueron pagadas por la ARL y que las restricciones médicas de la accionante no impidieron su desempeño docente, aunque no se le pudo mantener en el cargo de manera indefinida debido a la falta de vacantes disponibles.
El proceso de selección para el concurso de méritos se completó correctamente, y los nombramientos se hicieron según la lista de elegibles, respetando el artículo 125 de la Constitución. La tutela solicitada por la accionante fue cumplida en cuanto a su nombramiento provisional, pero su desvinculación ocurrió tras la reincorporación de la titular de la plaza, ya que no había vacantes adicionales para su nombramiento permanente.
Se precisó que la enfermedad de la accionante no se encuentra entre las catalogadas como catastróficas, y por lo tanto no se le podía dar prioridad en el proceso de nombramiento. Asimismo, se dejó claro que no existía una obligación de seguir afiliándola al sistema de seguridad social, debido a la falta de vínculo laboral.
     2.3.   RESPUESTA DE FIDUPREVISORA S.A
FIDUPREVISORA S.A., como vocera y administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (en adelante FOMAG), argumentó que no es responsable de la presunta vulneración de derechos fundamentales planteada en la acción de tutela, debido a que no tiene competencia directa para expedir actos administrativos, siendo su función la administración y contratación de servicios de salud a través de terceros, conforme a las disposiciones legales y contractuales. En el caso particular, se estableció que la accionante, Lina María Suárez Vásquez, se encuentra retirada como cotizante del régimen de excepción de salud, lo que implica que su desafiliación fue reportada por la Secretaría de Educación, entidad responsable de gestionar las novedades de afiliación y desvinculación de sus empleados.
La Fiduprevisora señaló que la falta de legitimación pasiva en este caso imposibilita atribuirle responsabilidad por la presunta vulneración de derechos; asimismo, destacó que su actuación en representación del FOMAG no configura una conducta activa u omisiva que afecte derechos fundamentales de la accionante, y solicitó que se declare improcedente la tutela, al no existir nexo causal entre las acciones de Fiduprevisora y la presunta vulneración alegada. 
3. SENTENCIA EN PRIMERA INSTANCIA
Después de referirse a los antecedentes de la litis, la jueza argumentó que la medida cautelar solicitada por la actora dentro del proceso administrativo tiene como finalidad suspender provisionalmente los efectos del acto administrativo que puso fin a su nombramiento. Uno de los efectos de esta suspensión sería precisamente la continuación de su afiliación al sistema de salud, que es lo que se persigue en la presente acción de tutela. Sin embargo, señaló que aún está en trámite el recurso dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo que la accionante debe demostrar que dicho mecanismo no es eficaz o que su uso implicaría un perjuicio irremediable.
Así mismo la jueza fulminó que no se ha probado la existencia de un perjuicio irremediable que justifique la intervención del juez de tutela. En primer lugar, porque la última incapacidad médica concedida a la actora finalizó el 5 de noviembre de 2024, y la tutela fue presentada 21 días después de esta fecha. De haberse encontrado en una situación de perjuicio inminente, este ya se habría consumado. En segundo lugar, porque el recurso interpuesto sigue en trámite y su propósito es idéntico al de la presente acción de tutela, lo que indica que la actora cuenta con un mecanismo judicial idóneo para la protección de su derecho.
Trajo a colación la tesis de la Corte Constitucional, reiterada en varias ocasiones, según la cual para la procedencia excepcional de una acción de tutela es necesario demostrar de manera clara la existencia de un perjuicio irremediable. Para ello, deben cumplirse tres condiciones: la inminencia del perjuicio, la gravedad de la afectación y la urgencia de la intervención judicial. En este caso, no se evidencia que la situación de la actora cumpla con estos requisitos, pues no se aportaron pruebas que demuestren la ineficacia del medio judicial ordinario ni que su situación requiera una intervención urgente.

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira declaró improcedente la solicitud de amparo presentada por la actora, al considerar que no se ha demostrado la existencia de un perjuicio irremediable que justifique la acción de tutela. Además, desvinculó del proceso a la entidad Cosmitet Ltda
4. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN
La señora Lina María Suárez Vásquez impugnó la decisión adoptada el 9 de diciembre de 2024 considerando que el trámite de nulidad y restablecimiento del derecho en curso en el Juzgado Séptimo Administrativo de Pereira no era idóneo para proteger sus derechos fundamentales. La señora Suárez argumenta que la tutela interpuesta no busca lo mismo que el recurso administrativo, ya que la tutela tiene como objetivo proteger sus derechos fundamentales a la salud, la vida, la dignidad humana y la seguridad social, mientras que en el proceso contencioso se pide el reintegro al cargo y otras indemnizaciones, lo cual no corresponde a la tutela.
La actora destacó que, debido a la suspensión de su vinculación laboral, se había visto desafiliada del sistema de seguridad social y no podía continuar con su tratamiento médico, lo cual afectaba su salud y calidad de vida. Argumentó que, al ser una persona con discapacidad (pérdida de capacidad laboral del 21% debido a un accidente laboral), tiene derecho a la continuidad en el pago de los aportes a la seguridad social para poder acceder al sistema de salud, conforme a la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la normativa vigente.
Reiteró que el mecanismo judicial ordinario no era idóneo en su caso, ya que el proceso contencioso podría demorar más y su situación de salud empeoraba mientras tanto. Además, criticó la afirmación de la jueza según la cual no existía perjuicio irremediable, argumentando que su condición de salud estaba en constante evolución y requería atención médica urgente. Según la actora, la falta de acceso a la atención médica podía generar un perjuicio irremediable en cualquier momento.
Finalmente, la señora Suárez pidió a esta Corporación que se revisara su historia clínica, ya que consideraba que la jueza no la había examinado adecuadamente y no había valorado la suspensión de su tratamiento médico debido a la desvinculación.

5. PROBLEMA JURÍDICO
El problema radica en determinar si la desafiliación de la actora al sistema de seguridad social en salud, estando en situación de vulnerabilidad por sus condiciones médicas, violan sus derechos fundamentales a la salud y seguridad social.

6. CONSIDERACIONES
6.1. Presupuestos generales de procedencia de la acción de tutela.

Según lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política, en concordancia el Decreto-Ley 2591 de 1991, a fin de determinar la procedencia de la Acción Constitucional de Tutela, se debe observar que cumplan los siguientes presupuestos generales de procedencia: (i) la legitimación en la causa (activa y pasiva); (ii) la inmediatez; y (iii) la subsidiariedad.

6.1.1. Legitimación en la causa por activa
La legitimación en la causa por activa es un concepto jurídico que se refiere a la aptitud o capacidad que tiene una persona para presentar una acción judicial, en este caso, una acción de tutela, con el fin de proteger sus derechos fundamentales presuntamente vulnerados. En Colombia, este principio ha sido ampliamente desarrollado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional y se encuentra regulado en la normatividad constitucional.
La legitimación en la causa por activa está implícita en el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, que establece que toda persona puede interponer acción de tutela para la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estos se vean vulnerados o amenazados. En este sentido, la Constitución otorga a cualquier individuo que considere que sus derechos están siendo vulnerados la facultad de acudir al juez para solicitar su protección mediante el mecanismo de tutela.

Además, el Decreto 2591 de 1991, que regula el trámite de la acción de tutela, complementa este concepto en su artículo 10, el cual dispone que: 
“La acción de tutela podrá ser ejercida por cualquier persona que se considere lesionada en uno de sus derechos fundamentales, o por quien actúe a su nombre.” 

Este artículo reconoce que la legitimación en la causa por activa puede ser ejercida por el titular del derecho afectado o por una persona que lo represente, cuando el titular se encuentra en imposibilidad de actuar por sí mismo (por ejemplo, menores de edad o personas en estado de discapacidad).

Por su parte la Corte Constitucional ha reafirmado en múltiples ocasiones el principio de legitimación en la causa por activa. Un fallo fundamental en este tema es la Sentencia T-531 de 2002, donde se indicó que:

“la legitimación en la causa por activa se refiere a la capacidad que tiene una persona para acudir a la justicia en defensa de sus derechos fundamentales. En el caso de la acción de tutela, la legitimación por activa recae sobre el titular de los derechos fundamentales que se consideran vulnerados, quien puede actuar directamente o a través de representante.”
En este caso la señora Lina María Suárez Vásquez presenta acción de tutela porque considera que entidades como la Secretaría de Educación del Municipio De Pereira y Cosmitet Ltda. han vulnerado sus derechos a la salud y el mínimo vital razón por la cual ella está legitimada para interponer la acción.
6.1.2. Legitimación en la causa por pasiva.
La legitimación en la causa por pasiva es un concepto jurídico que se refiere a la idoneidad o aptitud de una persona, entidad o institución para ser demandada en un proceso judicial, en este caso, en una acción de tutela. En otras palabras, se trata de la capacidad del demandado para responder jurídicamente por la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales alegada por el accionante. En Colombia, la legitimación en la causa por pasiva se encuentra regulada en la normatividad constitucional y ha sido desarrollada por la jurisprudencia de la Corte Constitucional.
El artículo 86 de la Constitución Política de Colombia establece el marco general de la acción de tutela, indicando que esta procede cuando "cualquier persona" considere que sus derechos fundamentales han sido vulnerados o amenazados por la "acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de particulares" en ciertos casos. Esto significa que tanto las autoridades públicas como los particulares pueden ser sujetos pasivos de una acción de tutela, siempre que exista una vinculación directa con la vulneración o amenaza de derechos fundamentales.
En este caso, se cumple con la legitimación en la causa por pasiva por cuanto la acción de tutela está dirigida en contra la Secretaría de Educación de Pereira a quien además se la vinculó como vocera del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, entidad que decidió desvincular a Lina María Suárez Vásquez. En otras palabras, la Secretaría de Educación es responsable de las decisiones administrativas que presuntamente vulneraron sus derechos fundamentales al desvincularla y suspender los pagos y la afiliación al sistema de salud.

No sucede lo mismo con COSMITET LTDA. entidad vinculada de oficio, quien no tiene nada que ver con los hechos de la tutela y por eso la Sala avala la decisión de primera instancia de desvincularla de esta acción. 

6.1.3. Inmediatez.
La inmediatez es un principio fundamental en la acción de tutela en Colombia, que establece que esta debe ser interpuesta dentro de un plazo razonable desde el momento en que se produce la vulneración de los derechos fundamentales. La Corte Constitucional ha reiterado que, aunque no existe un término perentorio, el concepto de "razonabilidad" es clave para evaluar si la acción fue presentada en un tiempo oportuno. En la Sentencia T-606 de 2016, la Corte subrayó que la tutela debe presentarse dentro de un lapso que permita la protección efectiva de los derechos, ya que su naturaleza es de carácter urgente.
El artículo 86 de la Constitución Política establece la tutela como un mecanismo preferente y sumario para la protección inmediata de los derechos fundamentales, lo que implica que debe ser utilizada con celeridad para evitar que la demora afecte el objetivo de salvaguardar los derechos vulnerados. En la Sentencia T-458 de 2020, la Corte Constitucional ha señalado que, cuando se presenta una tutela mucho tiempo después de la vulneración del derecho, sin justificación válida, puede considerarse que no cumple con el principio de inmediatez y, por lo tanto, no procede su estudio.
Así, la inmediatez se evalúa con base en el tiempo transcurrido y las circunstancias particulares del caso, siempre buscando que el mecanismo de tutela no se utilice de manera dilatoria o para sustituir otros medios de defensa.
En el presente caso, el principio de inmediatez se cumple, ya que la accionante interpuso la acción de tutela el 24 de noviembre de 2024, tres meses después de que fue desafiliada del sistema de seguridad social en salud. Dicho plazo, a consideración de la Sala se considera razonable. 
6.1.4. Subsidiariedad. 
El principio de subsidiariedad en la acción de tutela establece que este mecanismo solo es procedente cuando no existen otros medios judiciales idóneos para la protección de los derechos fundamentales o cuando, aun existiendo dichos medios, estos no resultan eficaces para evitar un perjuicio irremediable. La Constitución Política de Colombia, en su artículo 86, contempla la tutela como un mecanismo de protección preferente y sumario, pero subsidiario, lo que significa que debe ser utilizado de manera excepcional cuando los medios ordinarios no son suficientes para salvaguardar los derechos vulnerados.
La Corte Constitucional ha reiterado este principio en múltiples decisiones. En la Sentencia T-01 de 1999, el alto tribunal señaló que “la acción de tutela no es un mecanismo sustitutivo de las vías judiciales ordinarias, sino que opera únicamente cuando el afectado no tiene otro medio de defensa judicial o cuando estos son ineficaces o tardíos para la protección de sus derechos”.
 Asimismo, en la Sentencia T-225 de 1993, la Corte precisó que la tutela debe garantizar la protección urgente de los derechos fundamentales cuando el accionante enfrenta un perjuicio irremediable que no puede ser resuelto por otros medios judiciales.
Por lo tanto, la subsidiariedad exige que el solicitante de la tutela demuestre que los medios ordinarios disponibles no son adecuados o eficaces en su caso específico, o que la acción de tutela es necesaria para evitar un daño grave e inminente que no pueda ser reparado posteriormente.
En el caso expuesto, el principio de subsidiariedad se cumple porque, aunque existen mecanismos ordinarios como una acción laboral para cuestionar el despido y reclamar prestaciones, estos no ofrecen una respuesta inmediata frente a la situación de salud y vulnerabilidad de la persona afectada. Dado que la señora Lina María Suárez Vásquez enfrenta una condición de salud grave (incapacidad laboral y necesidad de afiliación al sistema de salud), la tutela es procedente para evitar un perjuicio irremediable y garantizar la protección inmediata de sus derechos fundamentales.

6.2. La estabilidad laboral de los funcionarios públicos nombrados en provisionalidad que desempeñan cargos de carrera administrativa.
El artículo 53 de la Constitución Política establece que uno de los principios mínimos de las relaciones laborales es el derecho que tiene todo trabajador a permanecer estable en su empleo, a menos de que exista una justa causa para su desvinculación o despido. Por su parte, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reconocido el “derecho constitucional a una estabilidad laboral reforzada”, que se deriva del derecho a la igualdad de trabajo y que se materializa con medidas diferenciales en favor de aquellas personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad.

Las personas que gozan de estabilidad laboral reforzada son aquellas personas que se encuentran amparadas por; fuero sindical, condición de invalidez, discapacidad y/ enfermedad grave y las mujeres en estado de embarazo. De igual manera, la Corte ha manifestado que aquellos trabajadores con limitaciones físicas, sensoriales o psicológicas se encuentran en situación de debilidad manifiesta y, por lo tanto, son beneficiarios de una estabilidad laboral reforzada. Esta limitación a la que hace alusión la Corte, hace referencia a una aplicación extensiva de la Ley 361 de 1997 “Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas en situación de discapacidad y se dictan otras disposiciones” a aquellas personas que se encuentran en un estado de debilidad manifiesta por causa de una enfermedad, sin necesidad de que exista una calificación previa que acredite su condición de discapacidad o invalidez, por lo anterior, dado que la noción de discapacidad ha sido un proceso lento y difícil “la protección especial de quienes por su condición física están en circunstancia de debilidad manifiesta se extiende también a las personas respecto de las cuales esté probado que su situación de salud les impide o dificulta sustancialmente el desempeño de sus labores en las condiciones regulares, sin necesidad de que exista una calificación previa que acredite su condición de inválido. Queda entonces claro que la discapacidad es un concepto diverso al de invalidez”
.

Ahora bien, en el caso de los servidores públicos que ocupan en provisionalidad un cargo de carrera, la Corte ha manifestado que gozan de una estabilidad laboral relativa o intermedia, lo que implica que únicamente pueden ser removidos por causales legales que deben expresarse de manera clara o debidamente motivada en el acto de desvinculación. De esta manera, ha reiterado que la terminación de una vinculación en provisionalidad porque la plaza respectiva debe ser provista con una persona que ganó el concurso “no desconoce los derechos de esta clase de funcionarios, pues precisamente la estabilidad relativa que se le ha reconocido a quienes están vinculados bajo esta modalidad, cede frente al mejor derecho que tienen las personas que ganaron un concurso público de méritos”
.
 
Con base en lo anterior, cuando con fundamento en el principio del mérito, surja en cabeza del nominador la obligación de nombrar en propiedad a quien superó las etapas del concurso, y el cargo a proveer este ocupado en provisionalidad por un sujeto de especial protección como los padres o madres cabeza de familia, limitados físicos, psíquicos o sensoriales y prepensionados, de conformidad con la sentencia SU-446 de 2011, en virtud de las medidas afirmativas dispuestas en la Constitución (art.13 numeral 3°), y en la materialización del principio de solidaridad social (art.95 ibidem) los funcionarios que se encuentren en provisionalidad bajo estas condiciones especiales deben ser los últimos en removerse y en todo caso, en la medida de las posibilidades, deben vincularse nuevamente de manera provisional en cargos vacantes de la misma jerarquía o equivalencia de los que se venían ocupando, de existir vacantes, siempre y cuando demuestren una de esas condiciones tanto para la época de su desvinculación, como en el momento del posible nombramiento
. En todo caso, “La vinculación de estos servidores se prolongará hasta tanto los cargos que lleguen a ocupar sean provistos en propiedad mediante el sistema de carrera o su desvinculación cumpla los requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional, contenidos, entre otras, en la sentencia SU-917 de 2010”
En relación con la estabilidad laboral relativa de que gozan los funcionarios que ocupan cargos de carrera en provisionalidad, la Corte Constitucional ha señalado algunas medidas que pueden adoptarse para garantizar los derechos fundamentales de quienes ameritan una especial protección constitucional por estar en condiciones de vulnerabilidad. A modo de ejemplo:
· Por medio de la sentencia T-464 de 2019, la Corte Constitucional revisó una acción de tutela interpuesta por una accionante, quien prestó sus servicios en el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar como defensora de familia en provisionalidad, con el propósito de que le tutelaran los derechos fundamentales al trabajo, a la seguridad social, a la vida en condiciones dignas, al mínimo vital, al debido proceso, a la estabilidad laboral reforzada, manifestando que al momento de su desvinculación se encontraba en un estado delicado de salud y con incapacidad médica, argumentando que, la desvinculación obedeció al nombramiento de un funcionario que superó el concurso de méritos. Al respecto la Corte Constitucional resolvió tutelar el derecho fundamental al trabajo y a la vida en condiciones dignas de la accionante, en el evento de que existan vacantes disponibles al momento de la notificación de la presente decisión judicial, o en caso tal de que existan vacantes futuras en provisionalidad y negó la protección a la seguridad social, pues la misma accionante en el escrito de impugnación manifestó expresamente que esta no era una solución viable a su situación actual, pues su pretensión era el reintegro, además de encontrarse afiliada al régimen contributivo, desde el 1 de marzo del presente año, como afiliada cotizante.
· Por medio de la sentencia T-373 de 2017, la Corte Constitucional revisó la acción constitucional impetrada por una accionante que fue nombrada en provisionalidad como Docente de Aula en el Municipio de Tumaco, quién fue diagnosticada con cáncer de mamá, posteriormente la Secretaria de Educación Municipal, dio por terminada la vinculación provisional de la actora, pese a la enfermedad diagnosticada y a ser madre cabeza de familia de tres hijos, dos menores de edad y uno en edad de escolaridad superior, arguyendo que la desvinculación del cargo le impedía continuar con la atención médica. La entidad accionada en defensa de sus intereses argumentó que la desvinculación obedeció al nombramiento en propiedad de la lista de legibles del concurso de méritos. Al respecto la Corte Constitucional tuteló los derechos fundamentales a la salud y vida digna de la actora y en consecuencia ordenó al Municipio de Tumaco que vinculara a la actora en forma provisional, en un cargo de igual rango y remuneración al que ocupaba como “docente de aula” en el evento que haya un cargo de naturaleza que se encuentre vacante, supeditando la permanencia en provisionalidad a la nueva previsión del cargo en propiedad mediante el sistema de carrera y finalmente ordenó, que en el caso de no encontrarse vacante un cargo similar vinculara a la actora al sistema de seguridad social en salud, de tal suerte que se le permitiera continuar el tratamiento integral, caso en el cual la vinculación debía permanecer hasta tanto la señora finalizara los tratamiento necesarios o fuera afiliada al sistema por parte de otro empleador.
· A través de la sentencia T-605 de 2013, se revisó la acción constitucional mediante la cual una accionante nombrada en provisionalidad en un cargo administrativo del Departamento de Santander, fue desvinculada de su cargo de auxiliar de nivel asistencial por una funcionaria nombrada en carrera administrativa por concurso de méritos, en cuyo caso expuso que al momento de su desvinculación padecía “afección crónica cuyo seguimiento y manejo requieren control médico estricto, por enfermedad irreversible”, solicitando la tutela de sus derechos a la a la igualdad, a la vida, a la salud, a la dignidad humana, al debido proceso, a la seguridad social, al trabajo en condiciones dignas y justas, así como a la estabilidad laboral reforzada, adicionando que requiere tratamiento de diálisis y es el único apoyo de sus hijas, que dependen económicamente de su salario. En consecuencia, la Corte tuteló los derechos de la accionante y dispuso su reintegro a un cargo igual en provisionalidad y en caso de no existir ninguna vacante en provisionalidad para proveer ordenó mantener a la accionante afiliada a la seguridad social en salud con el propósito de que continúe con el tratamiento integral de su enfermedad hasta que exista certeza de la invalidez que pueda llegar a tener y que le permita el reconocimiento de la pensión por esta causa si tuviere derecho.
· Bajo las mismas condiciones fácticas y jurídicas del tema que hoy le asiste a esta Sala en la sentencia T-159 de 2012, en virtud de la cual se revisaron las acciones de tutela de los expedientes T-3234322, T-3241594 y 3252575, acumulados, el primero de ellos fue instaurado por un funcionario judicial en provisionalidad, quien ocupaba el cargo de secretario en provisionalidad del Juzgado Promiscuo Municipal de Sáchica; sin embargo, la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Tunja, emitió concepto favorable al traslado solicitado por otro funcionario judicial que se desempeñaba en el mismo cargo en propiedad, en el Juzgado Primero Penal Municipal de Chiquinquirá, en virtud de lo anterior, el accionante fue desvinculado del cargo pese a estar diagnosticado con “osteosarcoma”. La Corte tuteló sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso, a la salud y a la vida en condiciones dignas y ordenó al Consejo Superior de la Judicatura de Tunja, Sala Administrativa, por conducto de su presidente, que, en el evento de existir vacantes en el distrito judicial de Tunja en un cargo igual o equivalente, nombrara en provisionalidad al actor hasta tanto se provea el cargo en propiedad, mediante el sistema de carrera.
· Del mismo modo, por medio de la Sentencia T-462 de 2011, el Tribunal Constitucional, revisó la acción constitucional de una ex servidora judicial en contra de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Córdoba, con el fin que se ampararan sus derechos fundamentales a la salud, a la vida, a la vida digna, a la seguridad social, al mínimo vital, al trabajo, a la igualdad y a la dignidad humana, por haber sido desvinculada de su cargo como secretaria del Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Montelíbano que ocupaba en provisionalidad, pese a estar enferma de cáncer uterino, y tener a su cargo el cuidado de su madre y sus dos hijos. En este orden de ideas, la Corte resolvió ordenar al Juez Primero Promiscuo Municipal de Montelíbano –Córdoba-, que vincule nuevamente a la actora en el cargo que ocupaba antes de su remoción, siempre y cuando se encuentre vacante. En caso de que esta última circunstancia no se presente, se ordenó al Consejo Seccional de la Judicatura de Córdoba afiliar a la demandante al sistema de seguridad social en salud, hasta tanto se le reconozca y pague la pensión de invalidez.
7. CASO CONCRETO.
Son hechos que no fueron controvertidos por ninguna de las partes, y por lo tanto la Sala los tienen por probados, los siguientes:

1) La actora Lina María Suárez Vásquez es madre
 cabeza de hogar, nombrada en provisionalidad como docente en el establecimiento educativo Comunitario Cerritos de Pereira por parte de la Alcaldía Municipal de Pereira
. Se posesionó en el cargo el 5 de octubre de 2022.

2) El 10 de julio de 2023, sufrió un accidente laboral que le causó una ruptura traumática de ligamentos en la muñeca
, derivando en incapacidad prolongada, pérdida de capacidad laboral del 21%
, y manejo quirúrgico continuo. 
3) El 2 de febrero de 2024, estando incapacitada, conforme lo acepta la propia Secretaría de Educación Municipal en la contestación de la demanda y se prueba con la historia clínica
, la actora fue notificada de su desvinculación mediante el Decreto 001057 de 2023
, con el argumento de proveer el cargo mediante lista de elegibles, quedando sin salario ni acceso al sistema de salud.
4) Por estos hechos presentó una acción de tutela anterior, logrando en segunda instancia un fallo favorable que ordenó su reintegro transitorio a un cargo similar, en caso de existir vacantes
. En la parte resolutiva del fallo se advirtió que esa orden tenía una vigencia de 4 meses. La Alcaldía de Pereira en cumplimiento de ese fallo la nombró el 26 de abril de 2024 para cubrir una licencia de maternidad que ya había comenzado el 29 de febrero y terminaba el 3 de junio de 2024; con todo mantuvo vinculada a la actora hasta el 15 de julio de 2024. 

5) A su vez, la actora, también en cumplimiento de la referida sentencia de tutela, en mayo de 2024, presentó demanda de nulidad y restablecimiento contra su desvinculación en estado de incapacidad la cual fue admitida, pero la medida cautelar fue negada. Contra el auto que negó la medida cautelar presentó recurso de reposición y apelación. Según el expediente del Juzgado Séptimo Contencioso Administrativo, donde cursa dicho proceso, se mantuvo la decisión y se ordenó enviar el expediente a segunda instancia el pasado 29 de enero de 2025. 
6) Según la demanda de tutela, esta segunda vinculación, que cesó el 15 de julio de 2024, dejó a la actora nuevamente sin acceso al sistema de salud, lo que impidió continuar su tratamiento médico, afectando gravemente su estado físico y emocional, manifestando que enfrenta dificultades económicas, imposibilidad de rehabilitación médica, y afectaciones psicológicas severas. 

7) De acuerdo a la basta historia clínica que se anexó, la actora durante su segunda vinculación laboral, siguió en tratamiento médico y en fisioterapia
 lo que derivó en nuevas incapacidades médicas por accidente laboral
. Igual, no puede perderse de vista que para la fecha en la que fue desvinculada por segunda vez, ya tenía una pérdida de capacidad laboral del 21%, fruto de un accidente de trabajo, mientras prestaba su fuerza de trabajo a la Secretaría de Educación Municipal de Pereira. 

 Situación que demuestra que se encontraba y aún se encuentra en condición de vulnerabilidad, por cuanto las patologías que la aquejan, fueron fruto de un accidente de trabajo, mientras prestaba su fuerza de trabajo a la Secretaría de Educación Municipal de Pereira. 
Por lo dicho hasta este punto, no cabe duda que la Señora LINA MARÍA SUÁREZ goza de estabilidad laboral, por sus limitaciones físicas (21% de PCL), hechos que la ponen en un estado de debilidad manifiesta por causa de su enfermedad. Asimismo, a causa de la desvinculación laboral y su desafiliación al sistema de seguridad social en salud la accionante presenta estrés y angustia toda vez que se paralizó el proceso de recuperación de movilidad de la muñeca de su mano. Se dice en la demanda que su actual situación médica incluye dolor crónico en la mano derecha, limitaciones funcionales severas, y un impacto psicológico significativo que se ha manifestado en ansiedad y depresión. Además, afirma que enfrenta dificultades extremas en sus actividades cotidianas debido a la falta de fuerza y el dolor en su mano afectada, lo que también ha limitado su capacidad para cumplir con sus responsabilidades como madre. Para la Sala estos hechos de la demanda son afirmaciones indefinidas que no fueron controvertidos por la contraparte, de manera que se tienen por ciertos, amén de que por las reglas de la experiencia se sabe que la afectación en la movilidad de la mano derecha para quienes son diestros, deriva en una dificultad mayúscula en todos los quehaceres diarios. 
Empero lo anterior, y como se expuso en acápites anteriores, los servidores públicos que ocupan en provisionalidad un cargo de carrera gozan de una estabilidad intermedia o relativa, independientemente si el origen de la enfermedad es común o laboral, lo cual, únicamente pueden ser removidos por causales legales.  
En el presente caso, la primera desvinculación obedeció al nombramiento en propiedad de quien ocupó el primer lugar en la lista de elegibles, lo que en principio podría calificarse como una causa legal; sin embargo la desvinculación se hizo mientras la actora gozaba de una incapacidad médica, situación que, por un lado fue amparada transitoriamente en una acción de tutela anterior, y, por otra, dicha situación está siendo analizada en la jurisdicción contenciosa administrativa como consecuencia de la demanda de nulidad y restablecimiento que interpuso la actora contra el acto administrativo que la desvinculó. De manera que sobre este punto la Sala no se pronunciará. 

Ahora, esta nueva acción de tutela, si bien se apuntala en esa primera desvinculación, lo cierto es que se enfoca más en la segunda vinculación que, recuérdese, la hizo la Alcaldía Municipal en cumplimiento del fallo de la primera acción de tutela, vinculación que apenas duró aproximadamente 3 meses. Por eso en la demanda de tutela que estamos analizando, se reclama principalmente el amparo del derecho a la salud, lo que hace procedente esta acción de tutela si se tiene en cuenta que, de acuerdo a la posición de la Corte Constitucional, siempre que esté de por medio la salud, la acción de tutela es el medio idóneo para lograr su amparo. 

Por esta razón, la Sala no comparte la ratio decidendi de la jueza de primera instancia de declarar improcedente este amparo, por cuanto la acción de restablecimiento y nulidad y la medida cautelar de suspensión del acto administrativo demandado no resulta un medio idóneo y eficaz para proteger el derecho a la salud, debido a las demoras de la jurisdicción contencioso administrativo en la tramitación de los procesos. Prueba de ello es precisamente la demanda que interpuso la actora en el mes de mayo de 2024, la cual apenas está en la etapa de admisión y está a la espera de que la segunda instancia decida el recurso de apelación que interpuso la Sra. Suárez Vásquez contra la providencia que le negó la medida cautelar, proceso que a la sazón ya lleva 8 meses. 
En este sentido, como se indicó en precedencia, la Corte Constitucional por medio de las sentencias SU-446 de 2011, T- 464 de 2019, T-373 de 2017, T-605 de 2013, T-159 de 2012, T-462 de 2011, resolvió algunos casos que guardan similitud con el que ocupa la atención de esta Corporación en sede de Tutela, en las que fue enfática en señalar que la entidades accionadas tenían la obligación de prodigar un trato diferencial respecto de las personas que gozan de fuero de estabilidad laboral relativa o intermedia, en razón de lo cual, de ser posible (esto es, de existir cargos vacantes), debían ser nuevamente vinculados provisionalmente en cargos equivalentes a los que venían ocupando antes de su desvinculación, siempre y cuando se mantuvieran las causas que originaron el fuero de estabilidad al momento del posible nombramiento.
En el caso examinado, la Alcaldía Municipal de Pereira ha debido prever alguna medida afirmativa, tendiente a impedir el menoscabo de los derechos de Lina María Suárez Vásquez, quien, por su relativa pérdida de capacidad laboral (21%) y el dolor crónico que tiene en la mano derecha, viene siendo objeto de tratamiento médico. No obstante, a sabiendas de esa situación la Alcaldía la desvinculó del cargo y de la afiliación al sistema de seguridad social en salud. 
Con todo, la Sala no puede ignorar lo siguiente: i) que ni la ley, ni la jurisprudencia establecen la posibilidad de que el empleador o nominador público, disponga que otros servidores públicos nombrados en provisionalidad sean declarados insubsistentes para darle al peticionario la estabilidad laboral que pretende, por lo que en estos casos la estabilidad laboral no es absoluta sino relativa o intermedia, como se explicó en precedencia. ii) Que la reincorporación a la planta de personal de la Secretaría de Educación de la Alcaldía Municipal de Pereira ya fue amparada en una acción de tutela anterior, de manera que esta Sala no puede decidir sobre ese asunto, porque ello ya constituye cosa juzgada. 
Así las cosas, como corolario de todo lo dicho, se tutelará el derecho a la salud de la accionante, lo que implícitamente implica el amparo de los derechos a la seguridad social y a una vida digna. En consecuencia, la Secretaría de Educación de la Alcaldía Municipal de Pereira, deberá realizar las acciones tendientes a la afiliación de la señora Lina María Suárez Vásquez a la seguridad social en salud, de tal manera que pueda continuar el tratamiento médico tendiente a la recuperación de la movilidad de la mano derecha hasta que ocurra cualquiera de los siguientes eventos: finalicen los tratamientos, sea afiliada al sistema por otro empleador, retome la vida laboral como independiente o sea pensionada por invalidez, lo que primero ocurra, y en todo caso hasta que se decida por completo el proceso de nulidad y restablecimiento que se está tramitando en el Juzgado Séptimo Administrativo de Pereira . 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley.

RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR el fallo proferido el 9 de diciembre de 2024 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, mediante el cual se declaró improcedente la acción de tutela instaurada por la señora Lina María Suárez Vásquez contra la Secretaría de Educación Municipal de Pereira y Fiduprevisora S.A. por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: En su lugar, TUTELAR los derechos fundamentales a la salud, a la seguridad social y a una vida digna de la accionante Lina María Suárez Vásquez.

TERCERO: ORDENAR a la Alcaldía Municipal de Pereira, que dentro de las cuarenta y ocho horas (48) siguientes a la notificación de esta providencia, afilie a la Señora LINA MARÍA SUÁREZ VÁSQUEZ al sistema de seguridad social en salud, a través de la FIDUPREVISORA S.A., como vocera y administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (en adelante FOMAG), a efectos de que acceda al tratamiento médico tendiente a la recuperación de la movilidad de la mano derecha, afiliación que se mantendrá hasta que ocurra cualquiera de los siguientes eventos: finalicen los tratamientos, sea afiliada al sistema de seguridad social en salud por otro empleador, retome la vida laboral como independiente o sea pensionada por invalidez, lo que primero ocurra, y en todo caso hasta que se decida por completo el proceso de nulidad y restablecimiento que se está tramitando en el Juzgado Séptimo Administrativo de Pereira. No sobra advertir que el aporte que demande esta afiliación estará a cargo en su totalidad por la Alcaldía Municipal de Pereira.

CUARTO: ORDENAR a la FIDUPREVISORA S.A., como vocera y administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (en adelante FOMAG), que reciba como afiliada a la señora Lina María Suárez Vásquez una vez la Alcaldía Municipal de Pereira realice todas las gestiones administrativas en ese propósito. 
QUINTO:  NOTIFICAR a las partes esta providencia, conforme a lo previsto en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
 SEXTO: En firme esta providencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase.
La Magistrada ponente,

Con firma electrónica al final del documento

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
El Magistrado y la Magistrada, 


      Con firma electrónica al final del documento

GERMAN DARIO GOEZ VINASCO
Con firma electrónica al final del documento
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